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================ 

Ref. Queja nº  1316712 

================ 

Asunto: Falta de respuesta. 

 

 

 

 

 

Sr. Alcalde-Presidente: 

 

Se recibió en esta Institución escrito firmado por Dª. (...), con domicilio en Oliva 

(Valencia), que quedó registrado con el número arriba indicado. 

 

Sustancialmente manifestaba que desde el martes 23 de abril de 2013 el bar 

instalado en la planta baja del edificio del que es vecina viene ejerciendo su 

actividad de bar, con instalaciones permanentes en la parte de la calzada de la vía 

pública de la calle recayente al paseo, así como ocasionalmente según sus 

necesidades de negocio en la acera de la calle peatonal. 

 

Se le ha comunicado verbalmente que dicha actividad carece de la preceptiva 

licencia municipal, encontrándose ésta en trámite, pero “teniendo permisividad por 

la parte política de la puesta en funcionamiento de la actividad”; sin la preceptiva 

licencia municipal no puede comenzar a funcionar una actividad, y menos aún la 

ocupación de la vía pública con vallas fijas, sillas y mesas, al estar vinculada la 

misma a la actividad de bar. Ante ello, se ha denunciado dicha situación ante esa 

administración municipal y, pese al tiempo transcurrido, no se ha dado respuesta 

expresa a la promotora de la presente queja. 

 

 

 

 

 

18/11/2013 

 
63066 

 

Ayuntamiento de Oliva 

Sra. Alcaldesa-Presidenta 

Pl. de l'Ajuntament, 1 

OLIVA - 46780 (Valencia) 
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Considerando que la queja reunía los requisitos establecidos en los artículos 12 y 

17 de la Ley 11/1988, de 26 de diciembre, del Síndic de Greuges, fue admitida a 

trámite, dándose traslado de la misma a Vd. de conformidad con lo determinado 

en el artículo 18.1 de la citada Ley. 

 

Con el objeto de contrastar las alegaciones formuladas por la persona interesada, 

le requerimos para que en el plazo máximo de 15 días nos remitiera información 

suficiente sobre la realidad de las mismas y demás circunstancias concurrentes en 

el presente supuesto. 

 

Tras varios requerimientos el Ayuntamiento de Oliva nos remite informe del 

Técnico municipal en el que se aprecia, por una parte, que hasta la fecha no se le 

había dado respuesta a la autora de la queja, y por otra, que bajo determinadas 

condiciones la licencia puede otorgarse, de lo que se desprende que hasta el 

momento la actividad está funcionando sin licencia municipal. 

 

Recibido el informe, le dimos traslado del mismo al promotor de la queja al objeto 

de que, si lo consideraba oportuno, presentase escrito de alegaciones, como así 

hizo, ratificando íntegramente su escrito inicial. 

 

Llegados a este punto, y tras la detenida lectura del escrito inicial de queja, del 

informe remitido por la Administración y de las alegaciones presentadas por el 

ciudadano, procedemos a resolver la presente queja con los datos obrantes en el 

expediente. 

 

Pudiendo no ser la actuación descrita lo suficientemente respetuosa con los 

derechos del promotor de la queja, le ruego que considere los argumentos que, 

como fundamento de la recomendación con la que concluimos, a continuación le 

expongo. 

 

En tal sentido debe señalarse que el Art. 42.2 de la Ley 30/1992, de 26 de 

diciembre, de Régimen Jurídico y Procedimiento Administrativo Común, y su 

modificación posterior contenida en la Ley 4/1999, de 13 de enero, establece que: 
“el plazo máximo para resolver las solicitudes que se formulan por los interesados será 

el que resulte de la tramitación del procedimiento aplicable en cada caso. Cuando la 

norma de procedimiento no fije plazos, el plazo máximo de resolución será de 3 meses”. 

 

El derecho a obtener una resolución sobre lo peticionado a la Administración 

impone a ésta un plazo máximo para resolver, con el fin de evitar esperas 

interminables del ciudadano, so pena de aplicar reglas del silencio positivo o 

negativo. Claramente lo formula la exposición de motivos de la citada Ley “el 

silencio administrativo, positivo o negativo, no debe ser instituido jurídico normal, sino la 

garantía que impida que los derechos de los particulares se vacíen de contenido cuando 

su Administración no atienda eficazmente y con celeridad debida las funciones para las 

que se ha organizado”. 

 

La Administración está obligada a responder al ciudadano que acude a ella, no 

dando más de lo que puede y debe hacer, pero tampoco menos de lo que 

razonablemente puede esperarse, y lo mínimo que ha de ofrecer al ciudadano es 

una respuesta directa, rápida, exacta y legal. Estamos, pues, ante una de las 
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manifestaciones legislativas del derecho a obtener una resolución expresa dentro 

de plazo. 

 

La obligación administrativa de cumplir escrupulosamente con las normas que 

rigen los procedimientos, cuidando al máximo de todos los trámites que 

constituyen el expediente, dimana directamente del mandato constitucional del 

Art. 103 de una Administración eficaz que sirve con objetividad a los intereses 

generales y que actúa con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho, 

sometimiento que se articula mediante la sujeción de la actuación pública al 

procedimiento administrativo establecido por la Ley y según los principios 

garantizados por la Constitución española en su Art. 9.3. 

 

Por otra parte, debe igualmente recodarse a dicha administración municipal que la 

licencia de actividad, ahora denominada licencia ambiental, es esencial e 

imprescindible para que este tipo de actividades puedan desarrollarse de manera 

legítima, con lo que si no se dispone de ella lo que procede, tanto de acuerdo con 

la anterior normativa sobre actividades calificadas, como con la actual regulación 

sobre la licencia ambiental, es acordar la clausura requiriendo previamente su 

legalización si esto es posible (artículo 74 de la Ley 2/2006, de 5 de mayo, de 

Prevención de la Contaminación y Calidad Ambiental).  

 

En coherencia con lo anterior, y atendiendo a la consideración de actividad 

calificada que la propia Comisión Territorial asocia a las instalaciones de esta 

naturaleza, la intervención municipal desplegada no se aprecia totalmente 

adecuada, por cuanto la falta de licencia constituye causa de cese de actividad. 

 

La consecuencia jurídica de la falta de licencia no puede ser otra que la clausura 

de la actividad pues como manifiestan las Sentencias de la sala Tercera del 

Tribunal Supremo de 10 de junio y 24 de Abril de 1.987 la apertura de 

establecimientos comerciales e industriales o el ejercicio sin la necesaria licencia 

de actividades incluidas en el Reglamento de 30 noviembre 1961, obligan a 

adoptar, de plano y con efectividad inmediata, la medida cautelar de suspender la 

continuación de las obras, clausurar el establecimiento o paralizar la actividad, con 

el fin de evitar que se prolongue en el tiempo la posible trasgresión de los límites 

impuestos por exigencias de la convivencia social, hasta la obtención de la 

oportuna licencia que garantice la inexistencia de infracciones o la adopción de las 

medidas necesarias para corregirlas, la decisión de precinto y clausura adoptada 

constituye la medida de carácter cautelar y no sancionadora, más apropiada para 

impedir la continuidad de una actividad que se ejerce sin la preceptiva licencia, 

por tanto sin garantía para el superior principio de respeto a la seguridad de los 

ciudadanos.  

 

Como señala la Sentencia de la sala Tercera del Tribunal Supremo de 27 de 

Octubre de 1.992 al no haber existido un control positivo previo de la 

Administración sobre la actividad de que se trata, basta para decretar la clausura, 

como tiene declarado reiterada jurisprudencia de la Sala con que se haya dado 

audiencia previa al interesado -salvo la existencia de peligro- y que se haya 

respetado      el principio   de proporcionalidad   que establece   el artículo 6.2   del  
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Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales y hoy el artículo 84.2 de la 

Ley 7/1985, de 2 abril . La necesidad de audiencia antes de acordar la clausura se 

deduce del juego de los artículos 33 , 38 y 40 del Reglamento de Actividades de 

30 de noviembre de 1.961 . Concurriendo como concurren dichos requisitos el 

acto administrativo resulta correcto, puesto que la mera solicitud de la licencia no 

facultaría para el ejercicio de la actividad, ya que se precisa para ello no sólo la 

concesión de la licencia de instalación, sino la comprobación una vez realizada la 

instalación, que ésta se corresponde con el proyecto licenciado y que se han 

adoptado las medidas correctoras oportunas, lo que se realiza mediante el 

otorgamiento tras la oportuna visita de inspección de la licencia de funcionamiento 

correspondiente.  

 

Es evidente que no se puede iniciar una actividad antes de obtener licencia para su 

ejercicio. El ejercicio legítimo de las actividades sujetas a licencia de 

funcionamiento queda condicionado, por ello, a las verificaciones y 

comprobaciones a que, en adecuada garantía del interés público, sirve la licencia, 

resultando prohibido el ejercicio de la actividad con anterioridad a su obtención. 

 

Esta potestad es de ejercicio irrenunciable, de acuerdo con lo establecido en la 

citada Ley, y con carácter general en el artículo 12 de la Ley 30/1992 de 26 de 

noviembre, de régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del 

Procedimiento Administrativo común. 

 

En virtud de todo cuanto antecede, y atendiendo a las consideraciones expuestas 

en punto a la defensa y efectividad de los derechos y libertades comprendidos en 

los Títulos I de la Constitución (arts 9.3, 45 y 47) y del Estatuto de Autonomía de 

la Comunidad Valenciana, de conformidad con lo dispuesto en el art. 29.1 de la 

Ley 11/1988, de 26 de diciembre, reguladora de esta Institución, 

RECOMENDAMOS al Ayuntamiento de Oliva: 

 

1.- Que, en situaciones como la analizada, se extremen al máximo los deberes 

legales que se extraen del artículo 42 de la Ley 30/1992, de 26 de diciembre, de 

Régimen Jurídico y Procedimiento Administrativo Común, y en tal sentido, dicte 

resolución motivada en contestación a todas y cada una de las cuestiones 

planteadas por la promotora de la queja.     

 

2.- Que  exija el cumplimiento de la legalidad ambiental vigente, dando 

información de dichos trámites a los promotores de la queja, habida cuenta de que 

el incumplimiento de aquel deber es título de imputación de responsabilidad a las 

autoridades o funcionarios que permanezcan inactivos. 
 

Lo que se le comunica para que, en el plazo máximo de un mes, nos informe si 

acepta esta recomendación o, en su caso, nos ponga de manifiesto las razones que 

estime para no aceptarla, y ello, de acuerdo con lo prevenido en el art. 29 de la 

Ley 11/1988, reguladora de esta Institución. 
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Para su conocimiento, le hago saber, igualmente, que, a partir de la semana 

siguiente a la fecha en la que se ha dictado la presente resolución, ésta se insertará 

en la página web de la Institución.   

 

Agradeciendo por anticipado la remisión del preceptivo informe, le saluda 

atentamente. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

José Cholbi Diego 

Síndic de Greuges de la Comunitat Valenciana 

 

 


